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Accionante: John Henry Giraldo Susunaga

Accionado:  Fiscalía 28 Local de Pereira

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / RECONOCIMIENTO DE CALIDAD DE VÍCTIMA EN PROCESO PENAL / FUNCIONES DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / CARGA PROCESAL DE LAS VÍCTIMAS / PROBAR SU CONDICIÓN.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

El artículo 229 de la Constitución Política hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto…
… frente a las pretensiones que se formulan a modo de reiteración por el libelista en la impugnación, que tienen que ver básicamente con la intervención del Juez de tutela en asuntos relacionados con un proceso penal, como lo es el reconocimiento de su calidad de víctima dentro de una actuación donde otra persona, y no él, figura como denunciante, la Sala debe anunciar que ello no resulta viable, según las siguientes apreciaciones: 

El artículo 250 Superior dice que “La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio…”
De lo anterior, se concluye sin lugar a elucubraciones que el Fiscal es el director de la investigación, y que es la persona autorizada por la ley para llevar a cabo las labores investigativas que estime pertinentes para dilucidar la ocurrencia de los hechos que pudiesen constituir una conducta delictual, así como los mecanismos para brindar asistencia a las víctimas.
… la Sala considera que el rol principal y razón de ser del Ente Investigador es dilucidar los hechos jurídicamente relevantes que den cuenta de la posible comisión de una conducta delictiva por parte de X o Y persona, a fin de determinar si existe o no un compromiso penal por parte del investigado, y aunque efectivamente no puede dejarse a un lado ese deber complementario de brindar acompañamiento a quienes fungen como víctimas o afectados con el delito, resulta imprescindible que quien exteriorice su deseo de ser reconocido como tal en la actuación demuestre que lo es, tanto es así, que incluso las víctimas DIRECTAS del delito, deben demostrar sumariamente ese papel.
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SALA DE DECISIÓN PENAL 
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, siete (7) de abril de dos mil veintiuno (2021)

Aprobado por Acta No. 241
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	John Henry Giraldo Susunaga 

	Accionado: 
	Fiscalía 28 Local de Pereira 

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida por parte del señor JOHN HENRY GIRALDO SUSUNAGA, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado 6° Penal del Circuito de Pereira, dentro de la solicitud de amparo Constitucional que instauró en contra de la Fiscalía 28 Local de Pereira y otros. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Narró el accionante que él fue víctima del delito de hurto y estafa agravada por parte del señor Manuel Fernando Sierra García, quien le hurtó un vehículo, razón por la cual ha intentado de manera reiterada que la Fiscalía investigue lo sucedido, para lo cual se ha valido de la figura del derecho de petición. 

Sostuvo que presentó solicitudes ante la Fiscalía el 13 de enero de 2020, el 9 de marzo de 2020, el 5 de octubre de 2020 y el 21 de diciembre de 2020. En ellas básicamente pidió lo siguiente:     
“• Copia íntegra y autentica del expediente penal.

• Certificar mi calidad de víctima dentro de la investigación que está adelantando el Despacho.

• Constancia de Fiscalía donde se indique que se está adelantando investigación penal, tipo de delito y mi calidad de propietario del vehículo de placas WHN 089 y víctima dentro de la investigación

• Programar audiencia de entrega definitiva de vehículo de placas WHN089 ante Juez de Control de Garantías.

• Sustentar jurídica y fácticamente su respuesta”
Aseguró que lo único que recibió como respuesta fue una llamada telefónica por parte de una auxiliar de la Fiscalía (no dijo cuál) quien le expresó que él debía escribir a la oficina de apoyo para solicitar la audiencia de entrega de vehículo.
PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos relatados en precedencia, el accionante pidió la protección de sus derechos fundamentales a la información, debido proceso, propiedad privada, dignidad humana y acceso a la administración de justicia, y como consecuencia de ello, se ordene a la Fiscalía General de la Nación que resuelva integralmente, de manera positiva, completa, de fondo, clara, precisa y congruente lo solicitado en sus derechos de petición. Además, remita al Juez competente lo solicitado. 
ANTECEDENTES PROCESALES:

La presente acción fue tramitada por parte del Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, Despacho que tras correr traslado de la demanda a la Dirección Seccional de Fiscalías, Fiscalía 28 Local y Fiscalía Séptima Seccional, todos de Pereira, profirió sentencia en las calendas del 12 de febrero del presente año, por medio de la cual tuteló el derecho fundamental de petición del accionante, al aseverar que si bien la Fiscalía que adelanta el caso, que en la actualidad no es la 28 Local, sino la 7° Seccional de Pereira, indicó que le había dado respuesta a la petición formulada por el accionante, lo cierto es que no acreditó tal cosa, por esa razón, dispuso en la parte resolutiva de la sentencia, entre otras, lo siguiente:
“SEGUNDO: ORDENAR a la FISCALÍA SÉPTIMA SECCIONAL DE PEREIRA y a la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA, que en el término de cinco (05) días siguientes a la notificación de este proveído, den respuesta de fondo, clara, precisa y concreta a las peticiones presentadas por el señor John Henry Giraldo Susunaga el 9 de marzo, 5 de octubre y 21 de diciembre de 2020, independientemente de que la misma sea o no favorable a los intereses del solicitante.”



IMPUGNACIÓN: 
Inconforme con la decisión adoptada por el Despacho de primera instancia, el accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito de impugnación. 

Su discrepancia radica en el hecho de que no se hubieran amparado los demás derechos invocados, pues al denunciante, Yeison Steven Alzate Vélez se le ha reconocido como víctima en el proceso y se ha presumido de dicho sujeto su buena fe, no comprende por qué no sucede lo mismo en su caso. 

Expuso que la Fiscal le manifestó que: “Ud realizó un contrato civil con el Sr MANUEL FERNANDO SIERRA GARCIA, sin que se presentara ningún vicio en el consentimiento, voluntariamente ambos accedieron cada uno a compromisos que les correspondía, presentándose un incumplimiento por parte de SIERRA GARCIA y por tanto, dicho contrato era demandable como parece haber sucedido ante la jurisdicción civil”, pero alega que el Ente Acusador no tiene facultades jurisdiccionales como para decir que el contrato civil no tiene vicios de consentimiento. Así, el recurrente realizó diversas manifestaciones relacionadas con los hechos que son materia de estudio en el proceso penal, para pedir que en sede de tutela se le reconozca la calidad de víctima y se le ordene a la Fiscalía que despache de manera favorable todos sus pedimentos. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema jurídico:  

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si la decisión de primer nivel se encontró ajustada a derecho, en cuanto a las medidas de amparo constitucional dictadas en favor del accionante. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial creado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por ello, la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:
“… el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonables; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”
El caso concreto:

De conformidad con los antecedentes consignados en el libelo de esta acción, encontramos que los motivos en los que básicamente el accionante cimentó su demanda tenían que ver con la omisión de respuesta por parte de la Fiscalía con respecto a sendos derechos de petición que en el devenir del año pasado infructuosamente radicó. En ese sentido, la Sala considera que el enfoque dado por el Despacho de primer nivel a la tutela encauzándose en ese tema, no fue equivocado, porque, insistimos, era la raíz de la queja formulada por el accionante. 

Ahora, frente a las pretensiones que se formulan a modo de reiteración por el libelista en la impugnación, que tienen que ver básicamente con la intervención del Juez de tutela en asuntos relacionados con un proceso penal, como lo es el reconocimiento de su calidad de víctima dentro de una actuación donde otra persona, y no él, figura como denunciante, la Sala debe anunciar que ello no resulta viable, según las siguientes apreciaciones: 

El artículo 250 Superior dice que “La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo”; además, pone de presente que entre sus funciones, están las de “6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito” y “7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de justicia restaurativa”.
En consonancia con el canon anterior, el artículo 114 de la Ley 906 de 2004 le impone al Ente Acusador las siguientes atribuciones: “La Fiscalía General de la Nación, para el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, tiene las siguientes atribuciones: (…) 5. Dirigir y coordinar las funciones de policía judicial que en forma permanente ejerce su cuerpo técnico de investigación, la Policía Nacional y los demás organismos que señale la ley; 6. Velar por la protección de las víctimas, testigos y peritos que la Fiscalía pretenda presentar; y 12. Solicitar ante el juez del conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia de las víctimas, el restablecimiento del derecho y la reparación integral de los efectos del injusto”.
De lo anterior, se concluye sin lugar a elucubraciones que el Fiscal es el director de la investigación, y que es la persona autorizada por la ley para llevar a cabo las labores investigativas que estime pertinentes para dilucidar la ocurrencia de los hechos que pudiesen constituir una conducta delictual, así como los mecanismos para brindar asistencia a las víctimas.
Es de anotar que el artículo 132 del Estatuto de Procedimiento Penal se ocupó de definir quiénes se entienden como víctimas dentro del proceso penal: “Se entiende por víctimas, para efectos de este código, las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño como consecuencia del injusto”.
Por otro lado, debe precisarse que si bien las personas que sumariamente acrediten su condición de víctimas dentro de un proceso adquieren derechos incluso desde el inicio de la actuación, tal calidad se reconoce formalmente a partir de la audiencia de formulación de la acusación ante el Juez de conocimiento, sin perjuicio de la posibilidad de acreditar dicho rol, como ya se dijo, en etapas más primigenias del proceso y también posteriores a ese estadio o etapa procesal, y aún después de la culminación del proceso, en el trámite del incidente de reparación integral
 (claramente esto depende de la existencia de una sentencia condenatoria): “En esta audiencia
 se determinará la calidad de víctima, de conformidad con el artículo 132 de este código…”.
Sobre el particular, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, sostuvo en el Auto AP1238-2015 del 11 marzo de 2015, rad. 45339 que: “el único límite temporal que establece la Ley 906 de 2004 y que se erige como momento a partir del cual precluye la oportunidad para que las víctimas acudan al proceso penal, se encuentra en el artículo 106 ibídem, modificado por la Ley 1395 de 2010, al establecer que: “La solicitud para la reparación integral por medio de este procedimiento especial caduca treinta (30) días después de haber quedado en firme el fallo condenatorio”.
Quiere decir lo anterior que, si bien en principio es la Fiscalía la autoridad encargada de procurar la protección de las víctimas en el proceso, también les asiste a éstas, desde luego acreditando tal calidad con la correspondiente carga argumentativa y probatoria, la posibilidad de deprecar su reconocimiento ante el Juez de conocimiento, quedando como herramienta jurídica vigente al alcance de la parte accionante la etapa de la acusación, donde por supuesto permanece latente la posibilidad de participar activamente y dar a conocer sus aspiraciones procesales en el asunto. 

Bajo ese norte, la Sala considera que el rol principal y razón de ser del Ente Investigador es dilucidar los hechos jurídicamente relevantes que den cuenta de la posible comisión de una conducta delictiva por parte de X o Y persona, a fin de determinar si existe o no un compromiso penal por parte del investigado, y aunque efectivamente no puede dejarse a un lado ese deber complementario de brindar acompañamiento a quienes fungen como víctimas o afectados con el delito, resulta imprescindible que quien exteriorice su deseo de ser reconocido como tal en la actuación demuestre que lo es, tanto es así, que incluso las víctimas DIRECTAS del delito, deben demostrar sumariamente ese papel. Al respecto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia sostuvo en auto del 6 de julio de 2011, dentro del Rad. 36513 que: 

“Por tanto, para acceder al reconocimiento como víctima (directa –sujeto pasivo- o indirecta), categoría inclusiva del término perjudicado, dentro del proceso penal actual no basta con pregonar un daño genérico o potencial; además, es preciso señalar el daño real y concreto causado con el delito, así se persigan exclusivamente los objetivos de justicia y verdad y se prescinda de la reparación pecuniaria.

(…) 

Obviamente, la condición de víctima se adquiere por el hecho de sufrir el daño o perjuicio, pero la legitimación para participar en una actuación judicial demanda el aval aludido.

(…) 

En síntesis, la intervención de la víctima en la actuación penal, en cualquiera de sus etapas, debe estar precedida del reconocimiento de tal condición por parte de la autoridad judicial, debiéndose acreditar un daño real y concreto, no necesariamente de contenido patrimonial.”

Acorde con lo argumentado hasta ahora, la Sala válidamente puede afirmar que: 

i. Existen otros estadios procesales, ajenos a la acción de tutela, en los cuales puede el accionante detentar una solicitud de reconocimiento de su calidad de víctima. 
ii. No resulta plausible que esta Sala de Decisión señale la manera como debe ser adelantada la labor investigativa de la Fiscalía, pues ello sería invadir competencias que son exclusivas de esa entidad, y es que no puede olvidarse que el mismo legislador le encomendó tan importante labor a un organismo diseñado especialmente para esos fines.
Todo lo dicho hasta ahora no implica que la Sala esté afirmando que al accionante no le asiste el derecho a la protección de sus garantías como eventual víctima dentro del proceso y a que se adopten las medidas a que haya lugar para obtener justicia, sin embargo, lo que sí se dirá es que, aun tratándose de la protección de sus derechos de rango fundamental, el proceso se torna en la vía idónea para su resolución.

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto para afirmar que las pretensiones formuladas por el accionante, en lo que tiene que ver con sus aspiraciones procesales bajo la calidad de víctima no son procedentes porque al interior del proceso que cursan en la actualidad es donde se deben dirimir los cuestionamientos en esta oportunidad planteados.  

Sumado a lo anterior, es de relieve poner de presente que el hecho de encontrarse aún en trámite ante las instancias respectivas el litigio que en este escenario propone la accionante, es una causal que le impone con mayor razón a esta Colegiatura el deber de guardar reserva. 
Acorde con lo dicho hasta ahora, la Sala dejará incólume la decisión de primera instancia. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado 6° Penal del Circuito de Pereira, dentro de la solicitud de amparo Constitucional que instauró el señor JOHN HENRY GIRALDO SUSUNAGA. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� “ARTÍCULO 134. MEDIDAS DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS. Las víctimas, en garantía de su seguridad y el respeto a su intimidad, podrán por conducto del fiscal solicitar al juez de control de garantías las medidas indispensables para su atención y protección.


Igual solicitud podrán formular las víctimas, por sí mismas o por medio de su abogado, durante el juicio oral y el incidente de reparación integral.”


� Se hace referencia a la audiencia de Formulación de la Acusación. 
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